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EXPEDIENTE : 5056-2021-SERVIR/TSC 
IMPUGNANTE : TIMOTEO PRINCIPE ROMERO  
ENTIDAD : UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL MARAÑÓN  
RÉGIMEN : LEY Nº 29944 
MATERIA : RÉGIMEN DISCIPLINARIO 

DESTITUCIÓN 
 
SUMILLA: se declara INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto por el señor 
TIMOTEO PRINCIPE ROMERO contra la Resolución Directoral Nº 1462-2021, del 19 de 
noviembre de 2021, emitida por la Dirección del Programa Sectorial III de la Unidad 
de Gestión Educativa Local Marañón; al haberse acreditado la comisión de la falta 
imputada. 
 
Lima, 15 de diciembre de 2021 
 
ANTECEDENTES 
 
1. Con Resolución Directoral Nº 1177-2021, del 3 de septiembre de 20211, con base 

en el Informe de Preliminar Nº 016-2021-GRH-DREHCO/UGEL 
MARAÑON/ST.CPPADD, la Dirección del Programa Sectorial III de la UNIDAD DE 
GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL MARAÑÓN, en adelante la Entidad, instauró 
procedimiento administrativo disciplinario al señor TIMOTEO PRINCIPE ROMERO, 
en adelante el impugnante, en su condición de docente contratado de la 
Institución Educativa Nº 84077 Huachumay - Huacrachucq, por haber presentado 
declaración jurada y documentación falsa para participar en la convocatoria de 
contratación de profesores periodo 2019. Cabe precisar que la documentación 
falsa consisten en la copia del Diploma de haber concluido satisfactoriamente los 
estudios de pregrado de la escuela académica profesional de Educación 
Secundaria, modalidad semi presencial, especialidad de Educación Física, de enero 
de 2015, otorgado por la Universidad San Pedro, Nuevo Chimbote. 

En tal sentido, por los hechos indicados en el párrafo anterior, se imputó al 
impugnante haber transgredido los principios previstos en los numerales 2 y 4 del 
artículo 6º y los deberes establecidos en los numerales 2 y 6 del artículo 7º de la 
Ley Nº 27815 – Ley del Código de Ética de la Función Pública2, en concordancia 

                                                 
1 Notificada al impugnante el 7 de septiembre de 2021. 
2 Ley Nº 27815 – Ley del Código de Ética de la Función Pública 

“Artículo 6º.- Principios de la Función Pública 
El servidor público actúa de acuerdo a los siguientes principios: 
(…) 

RESOLUCIÓN Nº 002371-2021-SERVIR/TSC-Primera Sala

195480570012021
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con el primer párrafo del artículo 49º de la Ley Nº 29944 – Ley de Reforma 
Magisterial3, y el numeral 77.2 del artículo 77º del Reglamento de la Ley Nº 29944, 
aprobado por el Decreto Supremo Nº 004-2013-ED4.  

2. Pese haber sido notificado con el inicio del procedimiento administrativo 
disciplinario, el impugnante no presentó descargos. En tal sentido, mediante 
Resolución Directoral Nº 1462-2021, del 19 de noviembre de 20215, la Dirección 
del Programa Sectorial III de la Entidad resolvió imponer al impugnante la medida 
disciplinaria de destitución, al comprobarse la comisión de las infracciones éticas 
imputadas en el Resolución Directoral Nº 1177-2021. 
 
 
 

                                                                                                                                               
2. Probidad 
Actúa con rectitud, honradez y honestidad, procurando satisfacer el interés general y desechando 
todo provecho o ventaja personal, obtenido por sí o por interpósita persona. 
(…) 
4. Idoneidad  
Entendida como aptitud técnica, legal y moral, es condición esencial para el acceso y ejercicio de la 
función pública. El servidor público debe propender a una formación sólida acorde a la realidad, 
capacitándose permanentemente para el debido cumplimiento de sus funciones. 
(…) 
Artículo 7.- Deberes de la Función Pública  
El servidor público tiene los siguientes deberes:  
(…) 
2. Transparencia Debe ejecutar los actos del servicio de manera transparente, ello implica que dichos 
actos tienen en principio carácter público y son accesibles al conocimiento de toda persona natural o 
jurídica. El servidor público debe de brindar y facilitar información fidedigna, completa y oportuna.  
(…) 
6. Responsabilidad Todo servidor público debe desarrollar sus funciones a cabalidad y en forma 
integral, asumiendo con pleno respeto su función pública.  
Ante situaciones extraordinarias, el servidor público puede realizar aquellas tareas que por su 
naturaleza o modalidad no sean las estrictamente inherentes a su cargo, siempre que ellas resulten 
necesarias para mitigar, neutralizar o superar las dificultades que se enfrenten. 
(…)”. 

3 Ley Nº 29944 – Ley de Reforma Magisterial 
“Artículo 49º.- Destitución 
Son causales de destitución, la transgresión por acción u omisión de los principios, deberes, 
obligaciones y prohibiciones en el ejercicio de la función docente, considerado como muy grave. 
(…)”. 

4 Reglamento de la Ley Nº 29944, aprobado por el Decreto Supremo Nº 004-2013-ED 
“Artículo 77º.- FALTA O INFRACCIÓN 
(…) 
77.2 Se considera infracción a la vulneración de los principios, deberes y prohibiciones de los artículos 
6, 7 y 8 de la Ley N.° 27815 – Ley del Código de Ética de la Función Pública, dando lugar a la aplicación 
de la sanción administrativa correspondiente. 
(…)”. 

5 Notificada al impugnante el 24 de noviembre de 2021. 
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TRÁMITE DEL RECURSO DE APELACIÓN 
 
3. No estando conforme con la sanción impuesta, el 1 de diciembre de 2021, el 

impugnante interpuso recurso de apelación contra la Resolución Directoral Nº 
1462-2021, de conformidad con los siguientes argumentos: 

(i) Se ha vulnerado el principio de Non bis in idem. 
(ii) La acción administrativa ha prescrito. 

 
4. Con Oficio Nº 372-2021-GRH-GRDS-DRE-UGEL-MARAÑON/D, la Entidad remitió al 

Tribunal del Servicio Civil, en adelante el Tribunal, el recurso de apelación 
presentado por el impugnante, así como los antecedentes del acto impugnado. 

 
ANÁLISIS 
 
De la competencia del Tribunal del Servicio Civil 
 
5. De conformidad con el artículo 17º del Decreto Legislativo Nº 10236, modificado 

por la Centésima Tercera Disposición Complementaria Final de la Ley Nº 29951 - 
Ley del Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 20137, el Tribunal tiene 
por función la resolución de controversias individuales que se susciten al interior 
del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, en las materias: 
acceso al servicio civil, evaluación y progresión en la carrera, régimen disciplinario 
y terminación de la relación de trabajo; siendo la última instancia administrativa. 
 

                                                 
6 Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos 
 “Artículo 17º.- Tribunal del Servicio Civil 

El Tribunal del Servicio Civil - el Tribunal, en lo sucesivo - es un órgano integrante de la Autoridad que 
tiene por función la resolución de controversias individuales que se susciten al interior del Sistema. 
El Tribunal es un órgano con independencia técnica para resolver en las materias de su competencia. 
Conoce recursos de apelación en materia de: 
a) Acceso al servicio civil; 
b) Pago de retribuciones; 
c) Evaluación y progresión en la carrera; 
d) Régimen disciplinario; y,  
e) Terminación de la relación de trabajo. 
El Tribunal constituye última instancia administrativa. Sus resoluciones podrán ser impugnadas 
únicamente ante la Corte Superior a través de la acción contenciosa administrativa. 
Por decreto supremo refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, previa opinión favorable 
de la Autoridad, se aprobarán las normas de procedimiento del Tribunal”. 

7  Ley Nº 29951 - Ley del Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2013 
 DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 

“CENTÉSIMA TERCERA.- Deróguese el literal b) del artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, Decreto 
Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, rectora del Sistema Administrativo de 
Gestión de Recursos Humanos”. 
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6. Asimismo, conforme a lo señalado en el fundamento jurídico 23 de la Resolución 
de Sala Plena Nº 001-2010-SERVIR/TSC8, precedente de observancia obligatoria 
sobre competencia temporal, el Tribunal es competente para conocer en segunda 
y última instancia administrativa los recursos de apelación que sean presentados 
ante las entidades a partir del 15 de enero de 2010, siempre y cuando, versen 
sobre las materias establecidas descritas en el numeral anterior. 
 

7. Posteriormente, en el caso de las entidades del ámbito regional y local, el Tribunal 
asumió, inicialmente, competencia para conocer los recursos de apelación que 
correspondían sólo a la materia de régimen disciplinario, en virtud a lo establecido 
en el artículo 90º de la Ley Nº 30057 – Ley del Servicio Civil9, y el artículo 95º de su 
reglamento general, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM10; para 
aquellos recursos de apelación interpuestos a partir del 1 de julio de 2016, 
conforme al comunicado emitido por la Presidencia Ejecutiva de SERVIR y 
publicado en el Diario Oficial “El Peruano”11, en atención al acuerdo del Consejo 
Directivo del 16 de junio de 201612. 

                                                 
8 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 17 de agosto de 2010. 
9 Ley Nº 30057 – Ley del Servicio Civil 

“Artículo 90º.- La suspensión y la destitución 
La suspensión sin goce de remuneraciones se aplica hasta por un máximo de trescientos sesenta y 
cinco (365) días calendario previo procedimiento administrativo disciplinario. El número de días de 
suspensión es propuesto por el jefe inmediato y aprobado por el jefe de recursos humanos o quien 
haga sus veces, el cual puede modificar la sanción propuesta. La sanción se oficializa por resolución del 
jefe de recursos humanos o quien haga su veces. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio 
Civil.  
La destitución se aplica previo proceso administrativo disciplinario por el jefe de recursos humanos o 
quien haga sus veces. Es propuesta por el jefe de recursos humanos o quien haga sus veces y aprobada 
por el titular de la entidad pública, el cual puede modificar la sanción propuesta. Se oficializa por 
resolución del titular de la entidad pública. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio Civil”. 

10 Reglamento de la Ley Nº 30057, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM 
“Artículo 95º.- Competencia para el ejercicio de la potestad disciplinaria en segunda instancia 
De conformidad con el artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, que crea la Autoridad del Servicio 
Civil, rectora del sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, la autoridad competente 
para conocer y resolver el recurso de apelación en materia disciplinaria es el Tribunal del Servicio Civil, 
con excepción del recurso de apelación contra la sanción de amonestación escrita, que es conocida 
por el jefe de recursos humanos, según el artículo 89 de la Ley. 
La resolución de dicho tribunal pronunciándose sobre el recurso de apelación agota la vía 
administrativa”. 

11 El 1 de julio de 2016. 
12 Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos 
   “Artículo 16º.- Funciones y atribuciones del Consejo Directivo  

Son funciones y atribuciones del Consejo Directivo: 
a) Expedir normas a través de Resoluciones y Directivas de carácter general; 
b) Aprobar la política general de la institución; 
c) Aprobar la organización interna de la Autoridad, dentro de los límites que señala la ley y el 
Reglamento de Organización y Funciones; 
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8. Sin embargo, es preciso indicar que a través del Comunicado de SERVIR publicado 
en el Diario Oficial “El Peruano” el 29 de junio de 2019, en atención a un nuevo 
acuerdo de su Consejo Directivo13, se hizo de público conocimiento la ampliación 
de competencias del Tribunal en el ámbito regional y local, correspondiéndole la 
atención de los recursos de apelación interpuestos a partir del lunes 1 de julio de 
2019, derivados de actos administrativos emitidos por las entidades del ámbito 
regional y local, en lo que respecta al resto de materias: acceso al servicio civil, 
evaluación y progresión en la carrera, y terminación de la relación de trabajo; esto 
es, asumió la totalidad de su competencia a nivel nacional, tal como se puede 
apreciar en el siguiente cuadro: 

 
 

                                                                                                                                               
d) Emitir interpretaciones y opiniones vinculantes en las materias comprendidas en el ámbito del 
sistema; 
e) Nombrar y remover al gerente de la entidad y aprobar los nombramientos y remociones de los 
demás cargos directivos;  
f) Nombrar, previo concurso público, aceptar la renuncia y remover a los vocales del Tribunal del 
Servicio Civil; 
g) Aprobar la creación de Salas del Tribunal del Servicio Civil; 
h) Proponer el Texto Único de Procedimientos Administrativos; 
i) Supervisar la correcta ejecución técnica, administrativa, presupuestal y financiera de la institución; 
j) Disponer la intervención de las Oficinas de Recursos Humanos de las entidades públicas; y 
k) Las demás que se señalen en el Reglamento y otras normas de desarrollo del Sistema”. 

13 Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 
Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, modificado por el Decreto 
Legislativo Nº 1450 

   “Artículo 16.- Funciones y atribuciones del Consejo Directivo 
Son funciones y atribuciones del Consejo Directivo: 
a) Expedir normas a través de Resoluciones y Directivas de carácter general y/o de alcance nacional; 
b) Aprobar las normas de desarrollo del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos; 
c) Aprobar la política general de SERVIR; 
d) Aprobar el Presupuesto Institucional, los Estados Financieros, el Balance General, el Plan Estratégico 
Institucional y el Plan Operativo Institucional; 
e) Aprobar la organización interna de SERVIR, el funcionamiento del Consejo Directivo y el desarrollo 
de las funciones de las gerencias y de órganos que se requieran para el ejercicio de sus funciones, 
dentro de los límites que señala la ley y el Reglamento de Organización y Funciones; 
f) Emitir interpretaciones y opiniones vinculantes en las materias comprendidas en el ámbito del 
sistema; 
g) Designar y remover, a propuesta del Presidente Ejecutivo de SERVIR, al Gerente General de SERVIR, 
en los términos que apruebe el Consejo, y aprobar las incorporaciones por concurso público y 
desvinculaciones de los demás Gerentes, Directores y Jefes; 
h) Aprobar la designación, previo concurso público, aceptar la renuncia y aprobar la remoción de los 
vocales del Tribunal del Servicio Civil; 
i) Aprobar la creación de Salas del Tribunal del Servicio Civil; 
j) Proponer el Texto Único de Procedimientos Administrativos; 
k) Supervisar la correcta ejecución técnica, administrativa, presupuestal y financiera de la institución; 
l) Disponer la intervención de las Oficinas de Recursos Humanos de las entidades públicas; y, 
m) Las demás que se señalen en el Reglamento y otras normas de desarrollo del Sistema.” 
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COMPETENCIAS DEL TRIBUNAL DEL SERVICIO CIVIL 

2010 2011 
Recursos de apelación 

interpuestos a partir del  
1 de julio de 2016 

Recursos de apelación 
interpuestos a partir del 

1 de julio de 2019 

PRIMERA SALA 
Gobierno Nacional 
(todas las materias) 

AMBAS SALAS 
Gobierno Nacional 
(todas las materias) 

AMBAS SALAS 
Gobierno Nacional 
(todas las materias) 

Gobierno Regional y Local 
(solo régimen 
disciplinario) 

AMBAS SALAS 
Gobierno Nacional y 

Gobierno Regional y Local 
(todas las materias) 

 
9. Por tal razón, al ser el Tribunal el único órgano que resuelve la segunda y última 

instancia administrativa en vía de apelación en las materias de acceso al servicio 
civil, evaluación y progresión en la carrera, régimen disciplinario y terminación de 
la relación de trabajo en los tres (3) niveles de gobierno (Nacional, Regional y 
Local), con la resolución del presente caso asume dicha competencia, pudiendo 
ser sus resoluciones impugnadas solamente ante el Poder Judicial. 
 

10. En ese sentido, considerando que es deber de todo órgano decisor, en cautela del 
debido procedimiento, resolver la controversia puesta a su conocimiento según el 
mérito de lo actuado; y, habiéndose procedido a la admisión del recurso de 
apelación y valoración de los documentos y actuaciones que obran en el 
expediente, corresponde en esta etapa efectuar el análisis jurídico del recurso de 
apelación. 

 
Del régimen disciplinario aplicable  
 
11. De la revisión de los documentos que obran en el expediente se aprecia que el 

impugnante se encuentra contratada bajo el régimen establecido en la Ley Nº 
29944 – Ley de Reforma Magisterial y su Reglamento, aprobado por Decreto 
Supremo Nº 004-2013-ED; por lo que la Sala considera que son aplicables al 
presente caso, la referida ley y su reglamento, normas que se encontraban 
vigentes al momento de la instauración del proceso administrativo disciplinario, 
así como cualquier otro documento de gestión emitido por el Ministerio de 
Educación por el cual se establezcan funciones, obligaciones, deberes y derechos 
para su personal. 

 
Respecto de la prescripción alegada por el impugnante 

 
12. En su recurso de apelación, el impugnante ha alegado que habría prescrito el plazo 

para iniciar el procedimiento, así como habría transcurrido más de un año (1) 
desde el acto de inicio hasta la emisión del acto de sanción. 
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13. Sobre el particular, recordemos que la potestad disciplinaria como manifestación 
de la potestad sancionadora (ius puniendi) del Estado es ejercida por la 
Administración Pública con el objetivo de prevenir y sancionar aquellas conductas 
de los servidores públicos que atenten contra el estricto cumplimiento de los 
deberes que le impone el servicio público o que pudieran obstaculizar el adecuado 
funcionamiento de la administración pública. No obstante, dicha potestad 
sancionadora especial no resulta ilimitada, pudiendo perderse por el transcurso 
del tiempo, ante la inactividad de las entidades públicas, ocasionando la 
prescripción de la acción para iniciar un procedimiento administrativo disciplinario 
o para determinar la responsabilidad administrativa atribuida a un servidor, aun 
cuando ya se hubiese iniciado el procedimiento administrativo disciplinario. 

 
14. Al respecto, el Tribunal Constitucional ha señalado que “esta institución del 

derecho administrativo sancionador no solo tiene la función de proteger al 
administrado frente a la actuación sancionadora de la Administración, sino 
también, la de preservar que, dentro de un plazo razonable, los funcionarios 
competentes cumplan, bajo responsabilidad, con ejercer el poder de sanción de la 
administración contra quienes pueden ser pasibles de un procedimiento 
administrativo disciplinario”14. 

 
15. De este modo, este límite de la potestad sancionadora encuentra su justificación 

en la aplicación del principio de seguridad jurídica15 necesario en todo 
ordenamiento jurídico, así como en la exigencia de que no se prolonguen 
indefinidamente situaciones pasibles de ser sancionadas. 

 
16. El numeral 252.1 del artículo 252º del Texto Único Ordenado de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General, establece que la prescripción es la facultad 
de la autoridad para determinar la existencia de infracciones administrativas, la 
misma que se realiza dentro del plazo que establezcan las leyes especiales, sin 
perjuicio del cómputo de los plazos de prescripción respecto de las demás 
obligaciones que se deriven de los efectos de la comisión de la infracción. 

 
17. En el presente caso, el impugnante se encuentra sujeto al régimen laboral 

regulado por la Ley Nº 29944 – Ley de Reforma Magisterial y su reglamento, 
aprobado por Decreto Supremo Nº 004-2013-ED; habiendo previsto en el artículo 
105º de dicho reglamento lo siguiente: 

 
“Artículo 105º.- Plazo de prescripción de la acción disciplinaria  

                                                 
14 Sentencia recaída en el Expediente Nº 2775-2004-AA/TC, Fundamento Nº 3. 
15 ZEGARRRA VALDIVIA, Diego. La figura de la prescripción en el ámbito administrativo sancionador y su 

regulación en la Ley Nº 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General. En: Revista de Derecho 
Administrativo, Nº 9, año 5, Circulo de Derecho Administrativo. Diciembre 2010, p. 207. 
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105.1 El plazo de prescripción de la acción del proceso administrativo disciplinario 
es de un (01) año contado desde la fecha en que la Comisión Permanente o la 
Comisión Especial de Procesos Administrativos Disciplinarios para Docentes hace 
de conocimiento la falta, a través del Informe Preliminar, al Titular de la entidad o 
quien tenga la facultad delegada.  
105.2. El profesor investigado plantea la prescripción como alegato de defensa y el 
titular de la entidad debe resolverla sin más trámite que la constatación de los 
plazos. La acción se podrá declarar prescrita, disponiéndose el deslinde de 
responsabilidades por la inacción administrativa.  
105.3. La prescripción del proceso opera sin perjuicio de la responsabilidad civil o 
penal a que hubiere lugar”. 

 
18. De la lectura del referido artículo, se observa que la citada disposición prevé un 

plazo de un (1) año para el inicio del procedimiento administrativo disciplinario 
contado desde la fecha en que la Comisión Permanente o la Comisión Especial de 
Procesos Administrativos Disciplinarios para Docentes hace de conocimiento la 
falta, a través del Informe Preliminar, al Titular de la entidad o quien tenga la 
facultad delegada. 
 

19. En ese sentido, de los documentos que obran en el expediente administrativo 
demostrado no se advierte que entre la remisión del Informe Preliminar Nº 09-
2021-GRH-DREHCO/UGEL-M y la instauración del procedimiento administrativo 
disciplinario, mediante la Resolución Directoral Nº 0947-2021, del 25 de junio de 
2021, haya transcurrido más de un (1) año; por lo que corresponde desestimar 
este extremo. 

 
20. Por su parte, este cuerpo Colegiado debe señalar que mediante Resolución de Sala 

Plena Nº 003-2019-SERVIR/TSC, se establecieron precedentes administrativos de 
observancia obligatoria referentes a la aplicación de los plazos de prescripción de 
la potestad disciplinaria en el marco de la Ley Nº 29944, encontrándose entre 
estos los siguientes: 

 
“28. En virtud de lo expuesto, al no encontrarse regulado en la Ley Nº 29944 el 
supuesto referido a la prescripción de la potestad disciplinaria para la duración del 
procedimiento administrativo disciplinario, tal como sí lo hace la Ley Nº 30057 en 
su artículo 94º, corresponde que el plazo de prescripción de un (1) año, contado a 
partir de la notificación de la resolución de inicio del procedimiento administrativo 
disciplinario, sea aplicado a los procedimientos administrativos disciplinarios 
seguidos a los servidores bajo el régimen de la Ley Nº 29944, en atención a la 
relación de supletoriedad existente entre tales normas. 
 
En relación con ello, resulta pertinente destacar que parte de las garantías del 
debido procedimiento en el ejercicio de la potestad disciplinaria, implica el 
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cumplimiento de los plazos establecidos para la duración del procedimiento 
administrativo disciplinario y sus diferentes etapas, con la consiguiente 
responsabilidad administrativa de las autoridades competentes que inobserven 
tales plazos”. (Subrayado agregado) 

 
21. En ese sentido, el artículo 94º de la Ley Nº 30057 – Ley del Servicio Civil, establece 

los plazos de prescripción, tanto para el inicio del procedimiento administrativo 
disciplinario, así como para la duración de dicho procedimiento. Respecto al plazo 
para el inicio del procedimiento, la referida disposición legal prevé un plazo de tres 
(3) años contados a partir de la comisión de la falta y uno (1) a partir de tomado 
conocimiento por la oficina de recursos humanos del a entidad; asimismo, en 
cuanto al plazo de duración del procedimiento administrativo disciplinario, se 
prevé que entre el inicio del procedimiento y la emisión de la resolución no puede 
transcurrir más de un (1) año. 
 

22. Por su parte, el último párrafo del artículo 106º del Reglamento General de la Ley 
del Servicio Civil señala que: “entre el inicio del procedimiento administrativo 
disciplinario y la notificación de la comunicación que impone sanción o determina 
el archivamiento del procedimiento, no puede transcurrir un plazo mayor a un (01) 
año calendario”. 

 
23. Del mismo modo, el numeral 10.2 de la Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC, por 

su parte, precisa que: “conforme a lo señalado en el artículo en el artículo 94º de la 
LSC, entre la notificación de la resolución o del acto de inicio del PAD y la 
notificación de la resolución que impone la sanción o determina el archivamiento 
del procedimiento no debe transcurrir más de un (1) año calendario”. 

 
24. De tal modo, una vez iniciado el procedimiento administrativo disciplinario a un 

servidor, las entidades cuentan con un (1) año para imponer la sanción respectiva 
o disponer el archivamiento del procedimiento, de lo contrario operará la 
prescripción. 

 
25. Ahora bien, tanto la Ley del Servicio Civil y su Reglamento General han fijado 

claramente el momento a partir del cual comenzará a computarse el plazo de un 
(1) año, esto es, desde el inicio del procedimiento administrativo disciplinario, el 
cual según el artículo 106º del Reglamento General se produce con la notificación 
al servidor del acto de inicio del procedimiento. No obstante, no ocurre lo mismo 
con el momento que se debe considerar para determinar cuándo finaliza el 
cómputo del plazo en cuestión, ya que la Ley del Servicio Civil se remite 
expresamente al momento de emisión de la resolución de sanción, mientras que 
el Reglamento lo hace al momento de notificación de la comunicación que impone 
la sanción o archiva el procedimiento, tal como lo hace también la Directiva. 

 



 
 

“Decenio de la Igualdad de Oportunidades para Mujeres y Hombres” 
"Año del Bicentenario del Perú: 200 años de Independencia" 

 

 

10 

26. Sobre el particular, es menester precisar que la disyuntiva suscitada en las 
disposiciones normativas antes señaladas ha sido dilucidada en la Resolución de 
Sala Plena Nº 001-2016-SERVIR/TSC, que estableció como precedente 
administrativo de observancia obligatoria, entre otros, lo siguiente: 

 
“42. Por lo que resulta lógico que este Tribunal aplique la Ley antes que el 
Reglamento, lo cual además es una obligación establecida en el artículo 51º de la 
Constitución Política y guarda correspondencia con el principio de legalidad citado 
en los párrafos precedentes.  
43. Por lo tanto, este Tribunal considera que una vez iniciado el procedimiento 
administrativo disciplinario el plazo prescriptorio de un (1) año debe computarse 
conforme lo ha establecido expresamente la Ley, esto es, hasta la emisión de la 
resolución que resuelve imponer la sanción o archivar el procedimiento”. 

 
27. En el caso materia de análisis, esta Sala puede apreciar que la Entidad dispuso el 

inicio de procedimiento administrativo al impugnante, Resolución Directoral Nº 
1177-2021, notificada el 7 de septiembre de 2021, siendo que la Entidad, emitió el 
acto de sanción, esto es, la Resolución Directoral Nº 1462-2021, el 19 de 
noviembre de 2021; por lo que resulta evidente que no ha transcurrido el plazo de 
un (1) año establecido en el segundo párrafo del artículo 94º de la Ley Nº 30057, 
debiendo desestimarse lo alegado. 

 
Sobre la acreditación de las infracciones éticas imputadas al impugnante 
 
28. En el presente caso se aprecia que, al impugnante, tanto al inicio del 

procedimiento administrativo disciplinario como al momento de la imposición de 
la sanción, se le atribuyó haber presentado una constancia de estudios falsa; 
imputándole la transgresión de lo previsto en los numerales 2 y 4 del artículo 6º y 
los numerales 2 y 6 del artículo 7º de la Ley Nº 27815 – Ley del Código de Ética de 
la Función Pública. 
 

29. Al respecto, corresponde señalar que conforme al numeral 1.7 del artículo IV del 
Título Preliminar del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 
Administrativo General, se establece lo siguiente: 

 
“1.7. Principio de presunción de veracidad.- En la tramitación del procedimiento 
administrativo, se presume que los documentos y declaraciones formulados por los 
administrados en la forma prescrita por esta Ley, responden a la verdad de los 
hechos que ellos afirman. Esta presunción admite prueba en contrario” 

 
30. Por lo expuesto, si bien corresponde a la Administración presumir la veracidad de 

documentos presentados por los administrados en los procedimientos, dicha 
presunción al admitir prueba en contrario, permite determinar que la sola 
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presentación de documentos por el administrado, no significa que deban ser 
aceptados de forma inmediata, toda vez que resultaría posible que presenten 
algún vicio que imposibilite dicha aceptación, como sucede en el caso que los 
administrados presenten documentos falsos o declaraciones inexactas, por 
ejemplo. 
 

31. En ese sentido, si bien el procedimiento administrativo tiene como principio el de 
presunción de veracidad, ésta admite prueba en contrario, por lo que la Entidad se 
encontraba facultada para proceder a la verificación y/o fiscalización posterior de 
los documentos presentados por su personal, como ocurrió en el presente caso. 

 
32. En el presente caso, en el ejercicio de la fiscalización posterior, la Entidad analizó 

los documentos presentados por el impugnante en su solicitud para ocupar la 
plaza vacante en la Especialidad de Educación Física, adjuntando las 
correspondientes declaraciones juradas, presentando, entre otros documentos, el 
“Diploma de haber concluido satisfactoriamente los estudios de pregrado de la 
escuela Académica Profesional de Educación Secundaria; modalidad Semi 
presencial, especialidad de Educación Física, de fecha enero 2015, otorgado por la 
Universidad San Pedro, Nuevo Chimbote”. 

 
33. En ese sentido, a efectos de confirmar la veracidad de dicho documento la Entidad 

emitió el Oficio Nº 00263-2019-ME/GR-HCO/SGRDS/DRE/UGEL-M/D, del 28 de 
mayo de 2019, dirigido a la Facultad de Educación y Humanidades de la 
Universidad San Pedro, obteniendo respuesta con Oficio Nº 0645-2019-
USPFEYH/D, 27 de septiembre de 2019, mediante el cual dicha universidad señaló 
que la Constancia de Estudios presentada por el impugnante, en la que señalaba 
haber concluido satisfactoriamente los estudios de pregrado de la escuela 
Académica Profesional de Educación Secundaria; modalidad Semi presencial, 
especialidad de Educación Física, de fecha enero 2015, era falsa. 

 
34. Atendiendo a lo expuesto, se tiene que el impugnante presentó un documento 

fraudulento ante la Entidad, consistente en una constancia de estudios de la 
Universidad San Pedro, lo que representa la vulneración de los principios éticos 
imputados al impugnante, previstos en los numerales 2 y 4 del artículo 6º de la Ley 
del Código de Ética de la Función Pública. 

 
35. Es menester precisar que, en virtud al principio de probidad, previsto en el 

numeral 2 del artículo 6º de la Ley del Código de Ética en la Función Pública, existe 
el deber de actuar con rectitud, honradez y honestidad, desechando todo 
provecho o ventaja personal; por lo que la conducta del impugnante 
efectivamente infringió tal principio, toda vez que presentó documentos ante la 
Entidad, con contenido falso; por lo que con tal hecho ha denotado una conducta 
contraria a la honestidad, requisito exigido en el mencionado principio. 
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36. Por otro lado, respecto a la idoneidad como principio establecido en el numeral 4 
del artículo 6º de la Ley del Código de Ética en la Función Pública, este cuerpo 
Colegiado debe señalar que es entendida como toda aptitud técnica, legal y moral 
para el acceso y ejercicio de la función pública. Llevado este principio al caso 
concreto, el impugnante al haber presentado documentos ante la Entidad, con 
contenido falso, no actúo con la aptitud legal y moral que la citada norma exige, 
toda vez que su conducta es reprochable y le sirvió para mantenerse en el puesto 
que ostentaba. 

 
37. A su vez, en relación a los deberes de transparencia y responsabilidad establecidos 

en los numerales 2 y 6 del artículo 7º de la Ley del Código de Ética en la Función 
Pública, esta Sala considera que no son de aplicación al presente procedimiento 
administrativo disciplinario, ya que no se ha configurado transgresiones al acceso 
a la información ni al ejercicio o desarrollo de la función pública, quedando 
desvirtuadas las imputaciones en estos extremos. 

 
38. Por lo expuesto, se encuentra acreditado que el impugnante infringió principios 

éticos cuyo incumplimiento configura infracciones administrativas que a su vez 
constituyen faltas de carácter disciplinario, conforme a lo previsto en el primer 
párrafo del artículo 49º de la Ley Nº 29944, en concordancia con el numeral 77.2 
del artículo 77º del Reglamento de la Ley Nº 29944. 

 
39. Por estas consideraciones, esta Sala considera que el impugnante ha vulnerado los 

principios establecidos en los numerales 2 (probidad) y 4 (idoneidad) del artículo 
6º del Código de Ética de la Función Pública, al no actuar con honestidad ni 
veracidad, así como no tener aptitudes técnica y moral, al presentar un 
documento no auténtico para la obtención de un cargo público, a pesar de tener 
pleno conocimiento de ello.  

 
40. En tal sentido, este cuerpo Colegiado considera que el impugnante ha incurrido en 

las infracciones éticas mencionadas, razón por la cual el recurso de apelación debe 
ser declarado infundado. Cabre precisar que, si bien se han desvirtuado las 
infracciones a los numerales 2 y 6 del artículo 7º de la Ley del Código de Ética en la 
Función Pública, la gravedad de la inconducta del impugnante no permite su 
continuidad en el ejercicio de la función docente, por lo que corresponde 
confirmar la sanción impuesta por la Entidad.  

 
Respecto del principio de non bis in ídem 
 
41. Respecto del principio de non bis in ídem, al cual ha hecho referencia el 

impugnante, según lo establecido en el numeral 10 del artículo 248º del TUO de 
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Ley Nº 2744416, dicho principio rige la potestad sancionadora administrativa, el 
cual establece que: “No se podrán imponer sucesiva o simultáneamente una pena 
y una sanción administrativa por el mismo hecho en los casos en que se aprecie la 
identidad del sujeto, hecho y fundamento (...)”. 
 

42. De la lectura de la norma citada, se desprende que, el supuesto de hecho para la 
aplicación del principio de non bis in ídem, requiere que se haya impuesto previa o 
simultáneamente, una sanción en vía penal o administrativa, ante lo cual, la 
Administración Pública no podrá aplicar sanción, siempre y cuando se cumpla con 
el requisito de identidad de sujeto, hecho y fundamento jurídico. 

 
43. Asimismo, cabe recordar que como contenido implícito del derecho al debido 

proceso reconocido en el inciso 3 del Artículo 139º de la Constitución Política del 
Perú, el principio de non bis idem constituye un límite en el ejercicio de la potestad 
sancionadora de las entidades de la Administración Pública, tal como ha señalado 
el Tribunal Constitucional, en adelante el TC, en los siguientes términos:  

 
“En su vertiente procesal, tal principio non bis in ídem significa que «nadie pueda 
ser juzgado dos veces por los mismos hechos», es decir, que un mismo hecho no 
pueda ser objeto de dos procesos distintos o, si se quiere, que se inicien dos 
procesos con el mismo objeto. Con ello se impide, por un lado, la dualidad de 
procedimientos (por ejemplo, uno de orden administrativo y otro de orden penal) 
y, por otro, el inicio de un nuevo proceso en cada uno de esos órdenes jurídicos 
(dos procesos administrativos con el mismo objeto, por ejemplo)"17. 

 
44. En el presente caso, el impugnante ha señalado que se vulneró el principio de non 

bis in idem en el sentido de que la Entidad habría impuesto dos sanciones, esto es, 
la destitución y dejar sin efecto la Resolución Directoral que aprobó su Contrato 
Docente. 

 
45. Sobre el particular, tenemos que la sanción correspondiente a la falta establecida 

en el primer párrafo del artículo 49º de la Ley Nº 29944, es la destitución, tal como 

                                                 
16Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS 
“Artículo 248º.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes 
principios especiales: 
(…) 
10. Non bis in idem.- No se podrán imponer sucesiva o simultáneamente una pena y una sanción 
administrativa por el mismo hecho en los casos en que se aprecie la identidad del sujeto, hecho y 
fundamento. Dicha prohibición se extiende también a las sanciones administrativas, salvo la 
concurrencia del supuesto de continuación de infracciones a que se refiere el inciso 7" 

17 Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente Nº. 2050-2002-AA/TC, Fundamento 
jurídico 19. 
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lo señala la propia norma. Por su parte, la Resolución Directoral Nº 1627-2019-
UGEL-M, del 29 de octubre de 2019, que dejó sin efecto el contrato docente del 
impugnante, no es una sanción administrativa, sino que constituye una actuación 
de la entidad, en el marco de sus facultades, como consecuencia del in 
cumplimiento de los requisitos para el ejercicio del cargo de docente. 

 
46. De esta forma, al no haberse configurado una sanción adicional a la sanción de 

destitución, no se ha vulnerado el principio de non bis in idem. 
 
En ejercicio de las facultades previstas en el artículo 17º del Decreto Legislativo 
Nº 1023, la Primera Sala del Tribunal del Servicio Civil; 
 
RESUELVE: 
 
PRIMERO.- Declarar INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto por el señor 
TIMOTEO PRINCIPE ROMERO contra la Resolución Directoral Nº 1462-2021, del 19 de 
noviembre de 2021, emitida por la Dirección del Programa Sectorial III de la UNIDAD 
DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL MARAÑÓN; por lo que se CONFIRMA la citada 
resolución. 
 
SEGUNDO.- Notificar la presente resolución al señor TIMOTEO PRINCIPE ROMERO y a 
la UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL MARAÑÓN, para su cumplimiento y fines 
pertinentes. 
 
TERCERO.- Devolver el expediente a la UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL 
MARAÑÓN. 
 
CUARTO.-  Declarar agotada la vía administrativa debido a que el Tribunal del Servicio 
Civil constituye última instancia administrativa. 
 
QUINTO.- Disponer la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.servir.gob.pe). 
 

Regístrese, comuníquese y publíquese. 
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